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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA


SALA DE DECISION PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de septiembre  de dos mil dieciséis (2016) 

Proyecto aprobado por Acta No.831
Hora: 2:55 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por la apoderada judicial del señor Jarol Estid Ospina Guevara en contra de la Fiscalía General de la Nación, la Secretaria de Gobierno, Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informa la abogada del accionante que el 18 de septiembre del año 2007 su mandante fue víctima de un hurto de sus objetos personales y de documentos, entre los que se encontraba su cédula de ciudadanía; motivo por el cual a los tres días siguientes de tal suceso, presentó la respectiva denuncia por la pérdida de sus documentos ante la Inspección de Policía ubicada  en la calle 14 con carrera 5ª de esta ciudad.  Así mismo, realizó ante la Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira el trámite para obtener el duplicado de su cédula de ciudadanía, el cual de forma efectiva le fue entregado.
Señaló que la Fiscalía General de la Nación “años después” le notificó al señor Ospina Guevara una investigación que cursa en su contra por el delito de tráfico de estupefacientes, situación que pone en riesgo su trabajo que es el único sustento y el de su familia, además de dejar en entredicho su buen nombre y su tranquilidad, habida cuenta que considera que es una persona de valores y principios y que no realizó ningún tipo de actividad delictiva.

Por lo anterior, ha tratado de probar su inocencia frente el “delito imputado” y en tal sentido, envió un derecho de petición a la Inspección de Policía para que se le entregara copia de la denuncia de la pérdida de su cédula de ciudadanía, obteniendo como respuesta que luego de una búsqueda minuciosa de los archivos inactivos que allí reposaban no se halló registro alguno sobre los datos solicitados.  De la misma manera acudió ante la Registraduría Nacional del Estado Civil de la ciudad de Pereira, entidad que le contestó que sólo le remitiría los documentos si los mismos son requeridos por una autoridad competente. 

2.2.  Invocó como derechos fundamentales vulnerados el debido proceso, defensa, dignidad humana,  libertad y trabajo.

2.3.  En cuanto a las pretensiones, esta Sala infiere que lo solicitado por la abogada del señor Ospina Guevara es que los documentos relacionados con la denuncia por pérdida de la cédula y la solicitud del duplicado de la misma, sean aportados por las entidades respectivas al despacho de la Fiscalía General de la Nación donde se lleva la investigación en contra del accionante para que sirvan como pruebas y sea absuelto en el proceso penal.

2.4.  Se allegaron copias de los siguientes documentos: i) poder para actuar, ii) derecho de petición con fecha del 10 de agosto de 2016 dirigido a la Inspección de Policía de la Unidad Permanente de Justicia UPJ y iii) respuesta emitida por la Subsecretaría de Seguridad Ciudadana del 24 de agosto de 2016 (Fls. 6-9).
2.5. Mediante auto del 5 de septiembre de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a las entidades demandadas (folio 12).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. FISCALÍA 29 LOCAL URI – COORDINACIÓN
Su titular informó que revisado el sistema SPOA de la FGN se encontró la noticia criminal bajo el radicado No.661706000066200801671 adelantada en contra del señor Jarol Stid Ospina Guevara por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, cuyo registro indica que fue capturado el 30 de diciembre de 2008 a las 00:30 horas en el sector de la calle 212 con calle 18 esquina de Dosquebradas, cuando dentro de un procedimiento de requisa se le halló en su poder una papeleta plástica, la cual contenía sustancia pulverulenta con características de estupefaciente por lo que el caso fue conocido por el Fiscal 6 de la URI, quien decidió en esa misma fecha ordenar su libertad y archivar la actuación por tratarse de conducta atípica, conforme lo establece el artículo 79 del C.P.P.  Por lo tanto, el caso mencionado no fue llevado ante el juez de control de garantías, por considerar el funcionario mencionado que el asunto no revestía las características de delito.

Señaló que el expediente original fue solicitado ante la Unidad de Archivo Central de la FGN, el que se allegará para los fines pertinentes, mientras tanto, aporta copia de los registros del sistema SPOA del caso No.661706000066200801671. (Fls. 16-19)
3.2.  DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALIAS – RISARALDA

Informó que el sistema SPOA arrojó que el señor Jarol Estid Ospina Guevara, identificado con la cédula de ciudadanía No.1.088.243.959, tiene un registro únicamente bajo el radicado No.661706000066200801671  de la Fiscalía 6 Seccional adscrita a la URI de Pereira, donde se adelantaron los actos urgentes por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes por hechos ocurridos el 30 de diciembre de 2008 en el municipio de Dosquebradas, por cuanto al señor Ospina Guevara le fue hallado en su poder una papeleta que contenía sustancia en polvo blanco con características similares a estupefacientes.  El caso se encuentra archivado desde el 30 de diciembre de 2008 por conducta atípica.

Indicó que no obstante no ser clara la pretensión del accionante, toda vez que no se conoce qué tipo de afectación puede generar a sus derechos fundamentales una investigación inactiva y archivada, esa Dirección procedió mediante oficio No.01798 del 06/09/2016 dio traslado del escrito de tutela al Fiscal Coordinador de la Unidad de Reacción Inmediata con el fin de que se pronuncie sobre el estado actual del proceso relacionado  y si existe dentro de la misma algún requerimiento respecto al peticionario para que informe de qué se trata.

Así mismo, consideró que el accionante no fue claro en cuanto a los derechos fundamentales presuntamente vulnerados, ni indicó cuál es el despacho que lo está requiriendo. 
Por lo anterior, solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela.  (Fls. 20-22)

Adjuntó copia del formato único de noticia criminal con radicado No.661706000066200801671, “pantallazo” del sistema SPOA, y del oficio No.01798 del 06/09/2016  (Fls.23-28)

3.3. SECRETARÍA JURÍDICA –ALCALDÍA DE PEREIRA 

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda e indicó que el 10 de agosto 2016 el accionante presentó un derecho de petición, el cual fue resuelto mediante oficio No.34151 del 24 de agosto de 2016 en el sentido de no haberse hallado registro alguno que tuviera los datos solicitados.  Además, manifestó que el accionante en su petición no había precisado la fecha en que interpuso la denuncia, pues sólo se refirió que fue en el año 2007, es decir hace más de 8 años, pero dio a entender que ante la expedición de la certificación de la denuncia instaurada fue que obtuvo un duplicado de su cédula de ciudadanía.

Señaló que la constancia que la UPPV antes UPJ entrega por documentos extraviados, se expide en original.  Sin embargo, el accionante no es claro si formuló denuncia por hurto, lo cual es de competencia de la FGN o si únicamente solicitó la constancia de pérdida de sus documentos personales.

Puso en conocimiento que la Subsecretaria de Gobierno y Seguridad Ciudadana con la intención de ilustrar de forma detallada el proceso de archivo, expidió el oficio No.15651 del 7 de septiembre de 2016 dirigido al profesional especializado del proceso de Gestión Documental; sin embargo, debido al término perentorio para dar respuesta a la presente acción de tutela, no fue allego a tiempo lo requerido.

Igualmente, consideró que como el objeto de la tutela se refiere a una investigación que se sigue en contra del accionante por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, tal situación escapa de su competencia respecto de los hechos, ya que al parecer los mismos se refieren a una suplantación de identidad.

Por lo anterior, solicitó que se deniegue la presente acción de tutela, toda vez que no se han vulnerado los derechos invocados por el señor Ospina Guevara (Fls. 29-33). 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  

4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si las entidades accionadas han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, por cuanto el mismo consideró que no se le dio una respuesta de fondo a la solicitud elevada mediante el 7 de julio de 2016 en el aplicativo implementado por la Universidad de Antioquia para realizar la reclamación respectiva dentro del concurso de méritos convocado por la Procuraduría General de la Nación, a través de la cual pidió: i) l acceso al cuadernillo de preguntas y la hoja de respuestas correctas que la entidad toma como  referencia para emitir el puntaje, con lo cual se puede comparar lo apropiado o no al puntaje asignado y se le concedan dos días después de efectuar la consulta para completar su reclamación; ii) se le indique el número de personas que aprobaron las pruebas de conocimiento, funcionales y comportamentales, así como el mayor y menor puntaje obtenido, media de los puntajes aprobados y la desviación estándar de los puntajes aprobados, con el fin de evaluar las posibilidades de ganar el concurso y definir si continua o no con el proceso de reclamación. 
4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3.1. En lo relativo a la idoneidad y eficacia del instrumento judicial ordinario, la Corte Constitucional ha expuesto que en desarrollo del artículo 86 de la Carta Política: “la acción de tutela no procede cuando existen otros medios de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Pero en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, apoyado por nutrida jurisprudencia, se establece con claridad que "la existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante".

4.3.2. Por tanto, no es suficiente, para excluir la tutela, la mera existencia formal de otro procedimiento o trámite de carácter judicial. Para que ello ocurra “es indispensable que ese mecanismo sea idóneo y eficaz, con miras a lograr la finalidad específica de brindar inmediata y plena protección a los derechos fundamentales, de modo que su utilización asegure los efectos que se lograrían con la acción de tutela. No podría oponerse un medio judicial que colocara al afectado en la situación de tener que esperar por varios años mientras sus derechos fundamentales están siendo violados
. 
Sobre el derecho fundamental al debido proceso artículo 29 de la C.N  y el alcance que la jurisprudencia de la Corte Constitucional le ha dado al mismo

“3.1. El debido proceso como derecho fundamental, se encuentra  consagrado expresamente en el artículo 29 de la Constitución Política, y como primer elemento cabe resaltar su aplicación no solo para los juicios y procedimientos judiciales, sino también para todas las actuaciones administrativas, cuando establece que: “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales o administrativas”. 

 5.3.2. La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las garantías del debido proceso: 

(i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo;

 (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; 

 (iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; 

(iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; 

(v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y 

 vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”
4.4. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO
4.4.1. De la imprecisa relación tanto de los hechos como de las peticiones expuestas en la presente demanda de amparo, la Sala deduce que el señor Jarol Estid Ospina Guevara pretende demostrar ante la Fiscalía General de la Nación que no es el responsable del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, lo que funda en una posible suplantación de identidad por el hecho de que en el año 2007 fue víctima de un hurto en el cual perdió sus documentos personales, entre ellos  su cédula de ciudadanía.  En tal sentido, considera que es necesario presentar en la investigación mencionada copias de la denuncia de la pérdida de su cédula y de la solicitud del duplicado de la misma, ya que la situación puesta en conocimiento a través de esta tutela vulnera sus derechos fundamentales  a la dignidad humana, a la libertad y al trabajo. 
4.4.2. El Delegado de la Fiscalía General de la Nación y el Director Seccional Risaralda de esa entidad, fueron contestes en afirmar que en el sistema SPOA sólo aparece un registro a nombre del señor Jarol Estid Ospina Guevara por hechos acaecidos el 30 de diciembre de 2008, por la conducta delictiva de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, radicada bajo el No.66170160000662008014671, el cual se encuentra archivado por conducta atípica.

4.4.3.  Analizado el caso en concreto, esta Sala concluye que al no existir en la actualidad un proceso penal en curso en contra del señor Jarol Estid Ospina Guevara por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, no  queda acreditada una actuación u omisión por parte de las entidades demandadas.  De tal manera, que los hechos narrados en el escrito introductorio en la acción de tutela no conllevan la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales reclamadas.  Así las cosas, el amparo invocado por la apoderada judicial del actor  es improcedente. Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 
(...) 

En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.

4.4.4.  Aunado a lo anterior, el señor Jarol Estid Ospina Guevara no demostró estar frente a un perjuicio inminente, situación que debe acreditarse para que la acción de tutela proceda de manera transitoria, ya que la abogada del actor no probó ninguna de las características de inminencia, urgencia y gravedad para que mediara la intervención del juez constitucional.  Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se considerará daño es irreparable cuando “dadas las circunstancias del caso particular, se constate que (iii) el daño es cierto e inminente, esto es, que no se debe a conjeturas o especulaciones, sino que se halla sustentado en la apreciación razonable de hechos reales y apremiantes; (iv) que involucra gravedad, desde el punto de vista de su incontrastable trascendencia y de la naturaleza del derecho fundamental que lesionaría; y (v) de urgente atención, en el sentido de que sea necesario e inaplazable precaverlo o mitigarlo, evitando que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable”.
En conclusión, en este asunto en particular  no es procedente la acción de tutela, ni aun como mecanismo transitorio, dada la inexistencia de un hecho generador de vulneración de derechos fundamentales.

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por  la apoderada judicial del señor Jarol Estid Ospina Guevara en contra de la Fiscalía General de la Nación y otros.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T-468 de 1999.


� Ver Sentencia C-341 de 2014
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